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Los ministros de Minas y de Agricultura se ha unido al debate nacional sobre el impacto social, económico y ambiental de la ofensiva de titulación, exploración y explotación minera e hidrocarburíferas. Aludiendo al desorden en el otorgamiento de títulos el Ministro Rodado Noriega habló de la “piñata” y Juan Camilo Restrepo ha llamado la atención sobre el impacto negativo que la titulación desbordada  está teniendo en la producción agropecuaria. 

Las preocupaciones han llegado al alto gobierno cuando la situación se ha tornado critica en la mayoría de municipios del país por conflictos de tierras y territorios derivados de la disputa producida por un régimen minero desregulado y permisivo no solo con las multinacionales que se llevan la mayor tajada, sino con toda suerte de aventureros y testaferros del crimen organizado que encontraron el camino abierto para meterse en el mercado de títulos o en el negocio de los privilegios para la actividad extractiva. 

Con la llamada flexibilización en solo 5 años se permitió que más de 8 millones de has fueran acaparadas con títulos que  reservan el territorio para realizar exploración. Y se suman a los 33 millones de has contratadas para exploración petrolera  que  incluyen las plataformas submarinas del Caribe y también toda la Costa Pacifica en el entorno de Gorgona hasta el Choco. En 2010 el Ministerio de Vivienda y Ambiente informó de concesiones de exploración en 130.000 hectáreas de páramos situados por fuera de parques naturales y 553.298 hectáreas de zona de paramos solicitadas para títulos mineros. (Informe del Ministro VDT). En Zonas de Reserva Forestal Protegidas las solicitudes en octubre de 2010 llegaban a 264.140 hras (MVDT, 2010). Para completar, las organizaciones indígenas y afros han informado de titulaciones o solicitudes que superan las 600 mil has de territorios colectivos. 

Algunos defensores del acaparamiento de títulos lo justifican señalando que solo se afecta el subsuelo propiedad de la nación, pero desconocen que en muchos casos se trata de proyectos de minería a cielo abierto y que a partir de la exploración el inversionista minero adquiere el poder de control de todo el territorio y de las áreas vecinas. La ley 418 y el propio Código Minero que sigue vigente, les da derecho a los mineros  a reclamar hasta la expropiación sin indemnización de todo predio que quieran intervenir. 

Pero la “piñata” no es solo de títulos. La desregulación ha llevado al extremo de disminuir la renta minera del Estado a la mínima expresión. En teoría por cada 100 dólares de valor agregado  minero le quedan al Estado solo el 16, que es el porcentaje más bajo en América Latina ; pero en la practica esa renta se la devuelve Colombia a las multinacionales y terminamos con saldo negativo pagando por el extracción de los recursos. Se les entregan puertos, vías y toda suerte de infraestructura para uso exclusivo de las empresas sin que se contabilicen como inversión estatal  que debería tener retornos como utilidades; no se controla el volumen de exportaciones dándole a las grandes empresas el privilegio de autocontrolarse;  en los últimos 5 años se les otorgó 17 billones de pesos en exenciones, rebajas de impuestos y descuentos y, como si faltara, se les perdonan los pasivos ambientales que implica la intervención de ríos y fuentes de agua, y la completa alteración de ecosistemas y de territorios rurales y urbanos.
Si no se hace una rectificación a fondo, de la ‘locomotora minera”  disfrazada de piñata, a los colombianos de esta y la siguiente generación solo les quedará La Hojarasca.

